
 
 

 

 

                                        

     

Morena se reacomoda rumbo a 2027 mientras sindicatos y sistema de salud 

marcan tensiones clave 

 

El escenario político nacional comienza a moverse con mayor claridad hacia el 

siguiente ciclo electoral. Morena atraviesa un proceso de reorganización interna que 

no es menor: se trata de una reconfiguración estratégica para fortalecer el control 

político, ordenar la operación territorial y reducir tensiones internas antes de que 

inicie formalmente la contienda de 2027. 

 

La salida de Luisa María Alcalde de la dirigencia nacional del partido para 

incorporarse a la Consejería Jurídica de la Presidencia marca un punto de inflexión. 

Este movimiento no solo implica un relevo en la conducción partidista, sino que abre 

la puerta a una nueva etapa en la toma de decisiones dentro de Morena. En este 

contexto, perfiles como Ariadna Montiel comienzan a posicionarse como posibles 

liderazgos, mientras que Citlalli Hernández mantiene un papel clave en la estructura 

electoral del partido. 

 

Más allá de los nombres, lo que está en juego es el modelo de operación política. 

Morena busca consolidar una estructura más disciplinada, con mayor control sobre 

candidaturas, afiliaciones y alianzas. La lógica es clara: llegar al siguiente proceso 

electoral con una maquinaria más ordenada y menos expuesta a conflictos internos. 

Sin embargo, este mismo proceso también implica riesgos, especialmente si se 

percibe como una concentración excesiva de decisiones que pueda generar 

inconformidad entre liderazgos regionales o grupos políticos al interior del partido. 

 

En paralelo, el sistema electoral también está enviando señales importantes. La 

validación de criterios más estrictos para evitar afiliaciones duplicadas obliga a los 

partidos a demostrar con mayor claridad la voluntad real de sus militantes. Este 

ajuste impacta directamente en la forma en que las fuerzas políticas construyen su 

base, limitando prácticas que durante años fueron comunes y elevando el estándar 

de transparencia en la afiliación partidista. 

 

Mientras tanto, en el terreno sindical, se observa una tendencia que no puede pasar 

desapercibida: la base trabajadora está tomando un papel más activo en la 

definición de sus representaciones. Un caso reciente lo confirma, donde 

trabajadores rechazaron mediante voto directo el intento de cambio en la titularidad 



 
 

 

 

                                        

     

de su contrato colectivo. La señal es contundente: hoy la legitimidad sindical no se 

negocia en oficinas, se construye en las urnas. 

 

Este tipo de episodios refleja un cambio estructural en la vida sindical del país. Las 

organizaciones que no logren acreditar respaldo real de sus agremiados enfrentarán 

cada vez más resistencia. En contraste, aquellas que apuesten por la transparencia, 

la cercanía con la base y la defensa efectiva de los derechos laborales tendrán 

mayores posibilidades de consolidarse. Es, en términos prácticos, una transición 

hacia un sindicalismo más competitivo y menos corporativo. 

 

En el ámbito del sector público de salud, aunque no hay anuncios espectaculares, 

sí se están moviendo piezas relevantes. El avance en la implementación del Servicio 

Universal de Salud comienza a perfilarse como uno de los proyectos clave del 

gobierno federal. La estrategia de credencialización busca ordenar el acceso a los 

servicios y, en el fondo, construir una plataforma que permita mayor cobertura y 

control operativo. 

 

Sin embargo, el reto no es menor. La expectativa social en torno al sistema de salud 

es alta, y cualquier falla en la ejecución puede traducirse en desgaste político. No 

se trata solo de ampliar servicios, sino de garantizar calidad, oportunidad y trato 

digno, elementos que históricamente han sido áreas sensibles para instituciones 

como el IMSS y el ISSSTE. 

 

En este último, una reciente resolución judicial evitó un impacto financiero relevante 

que habría afectado directamente sus capacidades operativas. El fondo del asunto 

es claro: la viabilidad financiera de las instituciones de salud pública sigue siendo 

un tema crítico, especialmente en un contexto donde la demanda de servicios 

continúa creciendo. 

 

En conjunto, lo que se observa es un momento de ajuste. La política se está 

reorganizando, los sindicatos están redefiniendo su relación con la base trabajadora 

y el sistema de salud busca consolidar un modelo más amplio, pero aún en 

construcción. No es un periodo de grandes anuncios, sino de movimientos 

estratégicos que, bien ejecutados, pueden definir el rumbo de los próximos años. 

 



 
 

 

 

                                        

     

La pregunta de fondo no es qué está pasando, sino qué tan bien se está ejecutando. 

Porque en política, como en cualquier organización, la estrategia importa, pero la 

ejecución lo es todo. 

 


